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OPINIÓN N.° 099-2006/GNP

Consultante:
Universidad Tecnológica del Perú
Asunto:
Ejecución contractual
Referencia:
Escrito de fecha 17.11.2006
1.
ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Gerente General de la Universidad Tecnología del Perú consulta sobre si dicha Universidad, en su calidad de contratista, se encuentra obligada a presentar  y sustentar el detalle de los gastos del monto de los contratos suscritos con otra Entidad del Estado, no obstante que dicha exigencia no fue considerada en el documento que contiene el contrato. Asimismo, se consulta si la Entidad a la que se le prestó el servicio puede recortar unilateralmente el precio estipulado en el contrato. 
De la lectura del Informe Legal remitido por la recurrente, se advierte que dos de los contratos citados en la consulta se encuentran financiados con los Fondos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y los otros dos con fondos del tesoro público de la Entidad contratante.

2. 
CONSULTA

El Gerente General de la Universidad Tecnológica del Perú consulta, literalmente, lo siguiente:
“Que siendo la UTP S.A.C., entidad educativa de Personería Jurídica de Derecho Privado; y que, habiendo sido ganadora de Licitaciones Publicas convocadas por el Ministerio de Educación (MED), firmando los respectivos contratos para capacitar personal docente; el MED, en forma unilateral nos hace llagar un “Instructivo” después de un (1) mes de haber suscrito los mencionados contratos obligándonos a presentar información y documentación adicional que rebasa los términos del Contrato; por lo que solicito, tenga a bien, absolver nuestra consulta legal para determinar si estamos obligados a cumplir con un “Instructivo” que no forma parte de los documentos suscritos entre el MED y la UTP; y si el MED puede recortar el precio estipulado en el Contrato con la UTP S.A.C.”.     

3.
ANÁLISIS

3.1 Como primera atingencia, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en adelante la Ley, y el procedimiento contenido en el numeral 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior deben estar referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis de la presente Opinión será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.2 En principio, cabe señalar que esta consulta se planteó en virtud a determinados hechos que se suscitaron dentro de la ejecución de contratos que, por un lado, se encuentran financiados con los Fondos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y, por el otro, se encuentran financiados con fondos del tesoro público. Ante esta situación, debemos realizar algunas precisiones en cuanto a las competencias de este Consejo Superior para pronunciarse respecto de Acuerdos que se encuentran fuera del ámbito de aplicación de las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado.
3.3 Sobre el particular, la Ley N.º 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en adelante la Ley, constituye una de las normas que desarrolla lo dispuesto en el artículo 76º de la Constitución Política del Perú
, por lo que, conjuntamente con su Reglamento, normas complementarias y modificatorias, y demás disposiciones emitidas por este Consejo Superior, conforman las reglas obligatorias que deben observar las Entidades del Estado en sus procesos de adquisiciones y contrataciones de bienes, servicios y obras, cuando estén involucrados recursos públicos.
No obstante, dicho ordenamiento general —en concordancia con lo previsto en el propio mandato de la Constitución— admite ciertas excepciones, que habilitan a las Entidades a prescindir del cumplimiento de las formalidades, requisitos y procedimientos regulados para las compras del Estado, supuestos que son establecidos en normas con rango de ley.   
3.4 Una de dichas excepciones es la dispuesta por la Sexta Disposición Final del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM y modificado por Decreto Supremo Nº 063-2006-EF, entre otros, en lo sucesivo el Reglamento. Según la cual las Entidades que utilicen fondos públicos provenientes de donaciones u operaciones oficiales de crédito sujetarán la ejecución del gasto y los procesos de Licitación y Concurso a lo establecido en los respectivos Convenios de Cooperación y en los documentos anexos.
En consecuencia, en el supuesto que los contratos materia de consulta se encuentren financiados por fondos provenientes de donaciones u operaciones oficiales de crédito, no será de aplicación la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, y, por tanto, este Consejo Superior carece de competencia para pronunciarse respecto de los alcances de las reglas que pudieran haberse establecido  para las relaciones contractuales que se generen a propósito de procesos de selección convocados según normas de convenios de cooperación
3.5 Ahora bien, respecto de aquellos contratos suscritos bajo el ámbito de aplicación de la Ley
, cabe señalar que el artículo 56º del Reglamento prevé dos sistemas de determinación del precio y sus posibles ajustes: el de suma alzada y el de precios unitarios, tarifas o porcentajes.

En el sistema de suma alzada, el postor formula su propuesta por un monto fijo y por un determinado plazo de ejecución, procediendo únicamente cuando las magnitudes y calidades de la prestación estén totalmente definidas en las especificaciones técnicas y en los términos de referencia. En esa medida, en los contratos convocados bajo este sistema de contratación se conviene un precio global, total, previo e invariable para la realización total de las prestaciones pactadas.
En el sistema de precios unitarios, tarifas o porcentajes, el postor formula su propuesta ofertando precios, tarifas o porcentajes en función de las partidas o cantidades referenciales contenidas en las Bases, y que se valorizan en relación a su ejecución real, así como por un determinado plazo de ejecución.

3.6 Por su parte, el artículo 75º del Reglamento señala que la propuesta económica debe incluir oferta económica del postor y, adicionalmente, el detalle de precios unitarios cuando este sistema haya sido establecido en las Bases. Por tanto, tratándose de procesos de selección convocados para adquirir o contratar bienes o servicios, bajo el sistema de suma alzada, sólo corresponde solicitar que el postor consigne el monto total de su oferta y no el detalle o el desagregado de los precios unitarios, lo que no impide que tal información sea requerida por la Entidad a propósito de la suscripción del contrato.

Por lo tanto, incluso cuando el sistema de determinación de precios fuera el de suma alzada, la Entidad tiene la opción de solicitar, a propósito de la suscripción del contrato,  el detalle de los precios unitarios.  

3.7 Ahora bien, de acuerdo con el artículo 201º del Reglamento, el contrato está formado por el documento que contiene el contrato, las Bases Integradas y la oferta ganadora; así como los documentos derivados del proceso de selección que establezcan obligaciones para las partes y que hayan sido señaladas expresamente en el contrato.  

Así, una vez suscrito el contrato, si éste no contempla la obligación del contratista de entregar el detalle de precios unitarios, la Entidad no podrá exigírselo ni condicionar el pago de la contraprestación pactada a favor del contratista a la presentación de dicho documento.
No obstante, es perfectamente posible que las partes convengan en la entrega de dicho documento, así como de otros aspectos vinculados con la etapa de ejecución contractual, atendiendo a los límites previstos en el artículo 36º de la Ley
.
3.8 Ahora bien, atendiendo al segundo extremo de la consulta, debemos tener presente que, para el caso de contratos celebrados para la prestación de servicios y ejecución de obras
, el artículo 42º de la Ley y el artículo 231º del Reglamento establecen que la Entidad podrá ordenar reducciones hasta por el quince por ciento de su monto. Para tal efecto, se requiere la emisión de resolución previa por parte del Titular o máxima autoridad administrativa de la Entidad, según corresponda.
Siendo ello así, la única razón por la que la Entidad podría reducir la contraprestación a favor del contratista sería la aprobación de reducciones
.  Por tanto, la Entidad no puede reducir el precio pactado en el contrato, más aún, si el contratista continúa obligado a cumplir con el íntegro de las obligaciones previstas en el documento que lo contiene, las Bases integradas y sus propuestas; es decir, si no se hubiera aprobado una reducción de las prestaciones objeto del contrato, según lo indicado en el artículo 42º de la Ley y 231º del Reglamento.
3.9 Por último, resulta pertinente indicar que las posibles controversias que surjan entre las partes, desde la suscripción del contrato, sobre su ejecución, interpretación, resolución, inexistencia, ineficacia o invalidez, se resolverán mediante conciliación y/o arbitraje, según el acuerdo de las partes, debiendo solicitarse el inicio de estos procedimientos en cualquier momento anterior a la fecha de culminación del contrato.
4
CONCLUSIONES

4.1 Las consultas que absuelve este Consejo Superior deben estar referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En esa medida, el análisis de la presente Opinión hace referencia a hechos generales y no se vinculan necesariamente a situación particular alguna.
4.2 No será de aplicación la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, cuando las Entidades utilicen fondos públicos provenientes de donaciones o de operaciones oficiales de crédito, la ejecución del gasto y los procesos de Licitación y Concurso se sujetarán a lo establecido en los respectivos Convenios de Cooperación y en los documentos sobre los contratos que se encuentren financiados por una Entidad cooperante razón por la cual este Consejo Superior carece de competencia para pronunciarse respecto de los alcances de las reglas que pudieran haberse establecido en las relaciones contractuales derivadas de procesos de selección convocados según las normas de convenios internacionales. 

4.3 Dentro del ámbito de aplicación de la Ley, tratándose de procesos de selección convocados para adquirir o contratar bienes o servicios bajo el sistema de suma alzada, sólo corresponde solicitar que el postor consigne el monto total de su oferta y no el detalle de los precios unitarios, lo que no impide que tal información sea requerida por la Entidad a propósito de la suscripción del contrato.

4.4 Una vez suscrito el contrato, si éste no contempla la obligación del contratista de entregar el detalle de precios unitarios, la Entidad no podrá exigírselo ni condicionar el pago de la contraprestación pactada a favor del contratista a la presentación de dicho documento (detalle de precios unitarios).
En esa medida, para que sea viable que la Entidad requiera al contratista el detalle de los precios unitarios u otro tipo de documento vinculado con la ejecución, ello debe haberse pactado expresamente por las partes de común acuerdo, atendiendo a los límites previstos en el artículo 36º de la Ley.

4.5 La Entidad no puede reducir el precio pactado en el contrato, si no se hubiera aprobado una reducción de las prestaciones objeto del contrato, según lo indicado en el artículo 42º de la Ley y 231º del Reglamento.
Jesús María,  21 de diciembre de 2006
JPE/.

� Artículo 76º de la Constitución: “Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la enajenación de bienes. La contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público”. 


� Se encontrarán sujetas a las normas sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, entendidas como disposiciones de orden público cuyo cumplimiento es de carácter obligatorio, los contratos donde el Estado asuma una prestación de carácter dineraria que implique la erogación de fondos públicos y el particular una prestación de dar o hacer, con fines lucrativos, que satisfaga el requerimiento de bienes, servicios u obras de la Entidad.


� El artículo 36º de la Ley establece que el contrato deberá ajustarse a la proforma incluida en las Bases con las modificaciones aprobadas por la Entidad durante el proceso de selección y podrá incorporar otras modificaciones, siempre que no impliquen variación alguna de las características técnicas, precio, objeto, plazo, calidad y condiciones ofrecidas en el proceso de selección.





� En el caso de bienes, la norma no ha previsto la posibilidad de ordenar reducciones.





� La imposición de penalidades tiene otro tratamiento normativo (artículo 222º del Reglamento).
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